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ABSTRACT (A) 

 The right to a name has always been an important matter to human beings. In the 

modern state the use of a name not only allows the State to identify its citizens, but 

it is also the most important way that a human being has to express its 

individuality. The right to have and use a name is universally recognized, although 

it has suffered different regulations, depending on the society and the era. 

The problem has turned more difficult in recent decades due to the existence of the 

EU, which has settled its own rules on different areas, although it has not 

established yet a proper right of the name in the European area due to the diversity 

of regulations.  Within the EU is important to take into account the jurisprudence 

of the Court of Justice of the European Union, which has resolved a great variety 

of cases involving nationals of the member States.  

We also have to take into account the subtle differences that exist in the same 

country. We are in a phase characterized by the confrontation between those who 

yearn for a more traditional, state-centered regulation and those who claim for a 

cohesive regulation as a guarantee of the rights of the citizens, recognizing their 

individual rights.   

 As a side point we will make a light review about the use of nobility titles in the 

European area. Even if they are recognized in our state (although without any 

particular favors, that would contrary to the current constitution) we will find out 

that they do not receive the same treatment in other countries of our area. In some 

cases, they are even forbidden. To give an insight into that problem, it will be 

explained accordingly after the analysis of the right to a name. 

Finally, following all these explanations I will give my own conclusions about the 

object of study, explaining which aspects should change and what is the 

foreseeable future of this area of law. 

 

   

RESUMEN (entre 150 y 350 palabras) (B) 
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 El derecho al nombre es un área del derecho especialmente relevante al ser el 

mecanismo básico de reconocimiento y diferenciación de personas. La concepción 

clásica del nombre es la de considerar al mismo como instrumento del Estado para 

identificar a sus ciudadanos. De esta manera el Estado puede conocer con qué 

sujeto se encuentra tratando en cada momento. Sin perjuicio de lo anterior, 

también cobra en la actualidad una mayor relevancia la consideración del derecho 

al nombre como un derecho subjetivo que ostenta la persona por el mero hecho de 

serlo, enlazándose a principios de carácter universal como el de la dignidad 

humana. 

El régimen del nombre y apellidos de las personas físicas se caracteriza por las 

notables diferencias entre las regulaciones estatales. Ejemplo de ello es la 

pluralidad o no de apellidos, los cambios de apellidos e incluso la diferente 

variante del mismo apellido en función del género de la persona. Estos diversos 

criterios han supuesto la necesidad de establecer convenios entre los distintos 

Estados para establecer unos criterios comunes razonables. 

En la actualidad también cobra relevancia la presencia de un nuevo actor 

internacional, la Unión Europea y singularmente su Tribunal de Justicia, que al 

amparo de la libre circulación de personas reconocida en los tratados 

fundacionales ha sentado nuevos criterios en la materia cuando las personas 

concernidas son nacionales de Estados comunitarios. Aunque no se puede hablar 

en sentido estricto de un derecho al nombre europeo, sí se puede afirmar con 

seguridad que determinados extremos del mismo se han visto afectados por una 

interpretación comunitaria. 

La regulación actual de dicha problemática y su previsible evolución son el objeto 

de estudio de este trabajo. Como un elemento adicional también se estudiará el 

tratamiento de los títulos nobiliarios. 

Finalmente, en las conclusiones explicaré qué aspectos deberían cambiar de la 

actual regulación 
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I. INTRODUCCIÓN 
 

 Tradicionalmente el derecho al nombre se ha caracterizado por tener 

dos facetas. De una parte es un derecho de la personalidad, tal y como viene 

establecido por el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos o la 

Convención de Naciones Unidas sobre los Derechos del Niño, de 20 de 

noviembre de 1989 o en el Convenio Europeo de Derechos Humanos de 

1950
1
. De otra parte, el derecho al nombre también presenta un interés 

desde el punto de vista estatal, ya que facilita una identificación de los 

ciudadanos de un mismo país. 

Sin embargo, el tratamiento jurídico resulta desigual desde un punto 

de vista estatal. Una primera manifestación de ello es la diversidad de 

Derecho material comparado al respecto.  Así, por ejemplo, en Derecho 

argentino cabe imponer tres nombres propios, mientras que en Derecho 

español sólo cabe imponer dos como máximo. En Derecho portugués, los 

apellidos pueden ser más de dos, mientras que en la mayoría de los países 

europeos las personas sólo ostentan un apellido y en Derecho español la 

imposición de dos apellidos es obligatoria. En el Derecho de ciertos países 

musulmanes, el sujeto puede ostentar apellidos procedentes sólo de la línea 

paterna y ninguno de la línea materna
2
. Con ello se pone de manifiesto la 

enorme casuística del derecho al nombre, pues su regulación puede variar de 

forma notable de un Estado a otro. Los fundamentos de esta diversidad 

exceden de lo estrictamente jurídico para anclarse en nociones culturales, 

históricas o incluso religiosas (como es el caso del Derecho de ciertos países 

musulmanes) que configuran un elemento conflictivo que siempre va a estar 

                                                        
1
 ABARCA JUNCO, A. J., Derecho Internacional Privado, 2ª edición, UNED, 2016,  pp. 

418 y ss.   
2
  CALVO CARAVACA., A., CARRASCOSA GONZÁLEZ, J,  Derecho Internacional 

Privado Volumen II, Granada, Comares, 2017, pág. 80 
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presente en nuestra sociedad. Si los nacionales de un Estado con una 

regulación jurídica determinada no salieran de sus fronteras no existiría 

problemática alguna. Sin embargo, la entrada de un elemento de extranjería 

en el Ordenamiento Jurídico de otro Estado comporta problemas con 

respecto al nombre dado (caso de nombres insultantes, o que se basan en 

una discriminación sobre la mujer, como es la pérdida del apellido materno 

a favor exclusivo de la línea masculina) y su reconocimiento, ya que en 

ocasiones puede verse afectado el orden público del Estado en el que se 

encuentra presente dicho elemento de extranjería. 

Precisamente por esta diversidad entre los ordenamientos nacionales 

adquiere especial relevancia la necesidad de una regulación desde el ámbito 

del Derecho internacional privado convencional que trate de unificar las 

normas de conflicto aplicables en la materia. Ésta es la función del 

Convenio de Munich de 5 de septiembre de 1980 sobre ley aplicable al 

nombre y apellidos y que constituye actualmente la norma de base de 

nuestro sistema. 

Desde otra perspectiva, es preciso también destacar otros convenios 

que contemplan la problemática del derecho al nombre de las personas 

físicas, tratando de facilitar la identificación registral de los sujetos en 

situaciones transfronterizas
3
.  

 Así, el Convenio de Estambul de 4 de septiembre de 1958 establece 

la competencia exclusiva de cada Estado parte para conceder el cambio de 

nombres y apellidos a sus nacionales y la correlativa obligación de los 

demás Estado parte de reconocer las resoluciones dictadas por aquél en la 

                                                        
3 GARCIMARTÍN ALFÉREZ, F.J., Derecho internacional privado, 4ª edición, Civitas-

Thomson Reuters, 2017, p. 335 
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materia. En este sentido indica su art. 3 indica que “serán ejecutivas de 

pleno derecho en el territorio de cada uno de los Estados contratantes, a 

reserva de que las mismas atentaren contra el orden público respectivo, las 

resoluciones definitivas recaídas en uno de tales Estados y que concedieren 

un cambio de apellidos o de nombres, bien a su súbditos, bien a apátridas o 

a refugiados en el sentido del Convenio de Ginebra de 28 de julio de 1951, 

cuando los mismos tuvieren su domicilio o, en defecto de domicilio, su 

residencia en su territorio”. Nos encontramos por tanto, ante una norma que 

tiene como objeto el reconocimiento de resoluciones entre los Estados 

miembros, no siendo preciso para ello el procedimiento de exequátur. El 

único límite a este tipo de reconocimientos es la fórmula del orden público 

del Estado ante el que se ha solicitado el reconocimiento.  

 Por otra parte, también en este ámbito registral, el Convenio de la 

Haya relativo a la expedición de certificados de diversidad de apellidos, de 

8 de septiembre de 1982, contempla la expedición de “certificados de 

diversidad de apellidos”, cuyo objetivo último es facilitar la identificación 

de personas con pluralidad de denominaciones en varios Estados.  

El objeto de este trabajo se centra no obstante en el derecho 

aplicable, donde tiene su aplicación el ya citado Convenio de Munich y, 

como veremos, tiene singular relevancia la jurisprudencia del Tribunal de 

Justicia de la Unión Europea (TJUE) para los supuestos de nacionales 

comunitarios, en los términos que también se analizarán.  

En el ordenamiento material español  el nombre y los apellidos de 

los españoles se hallan regulados en los artículos 109 del Código Civil (CC) 

y 55 de la todavía vigente Ley Registro Civil de 8 de junio de 1957 (LRC)  
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y concordantes del Reglamento Registro Civil de 14 de noviembre de 1958 

(RRC) 
4
. 

 

II. LEY APLICABLE AL NOMBRE EN EL DIPR. ESPAÑOL. EL 

CONVENIO DE MUNICH DE 5 DE SEPTIEMBRE DE 1980. 

 

 II.1. CARACTERES BÁSICOS 

 

 1. Carácter erga omnes 

 

 En el Derecho internacional privado español la ley aplicable al 

nombre y apellidos de la persona física  se determina a través del Convenio 

de Múnich de 5 de septiembre de 1980. Además de por España, este texto 

convencional ha sido también ratificado por Italia, Países Bajos y Portugal. 

Debe destacarse que el escaso número de ratificaciones no resta relevancia a 

este Convenio, dado su carácter erga omnes (art. 2), que obliga a su 

aplicación por las autoridades españolas aunque la ley designada por el 

mismo sea la de un Estado no parte. También en atención a este carácter 

erga omnes el convenio se aplica a todos los sujetos, con independencia de 

su nacionalidad y domicilio.  

 La directa consecuencia de este carácter erga omnes del Convenio es 

que las normas de Derecho internacional privado de producción interna 

españolas relativas al nombre y apellidos de las personas físicas son 

inaplicables a los supuestos internacionales, al prevalecer los convenios 

internacionales sobre las normas nacionales y por el carácter erga omnes del 

                                                        
4
 ABARCA JUNCO, A. J.,  ibídem, pág. 419. Debe reseñarse que a nivel legal la nueva 

LRC 20/2011, de  21 de julio de 2011 que regula la materia que nos ocupa en sus arts. 50-

56. Entrará en vigor el 30 de Junio de 2018. 
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citado convenio, lo que cual implica la virtual inaplicabilidad de lo 

dispuesto en los arts. 9.1 CC y 219 RRC. Por consiguiente, dado este 

carácter erga omnes, el Convenio desplaza las normas del derecho 

autónomo.  

 

 2. Norma de conflicto aplicable: la ley nacional de la persona 

física. 

 El Convenio establece como conexión para determinar el nombre y 

apellidos de una persona física la nacionalidad (art. 1).  

 Por persona a los efectos del Convenio debe entenderse una persona 

física, quedando excluidas las personas jurídicas a todos los efectos. No 

existe diferenciación de tratamiento entre las personas físicas por razón de 

sexo, edad, vínculo matrimonial o extramatrimonial, careciendo por tanto de 

carácter discriminatorio.  

 La conexión “nacionalidad” ha sido sin embargo criticada por su 

excesiva rigidez, ya que resulta escasamente multicultural y está en el fondo 

pensada para defender más los intereses del Estado que el derecho de la 

persona a un nombre con el que se sienta identificada personal y 

psicológicamente.
5
. 

El Convenio de Munich parte de la idea de que la “nacionalidad” de 

la persona física es el instrumento a través del cual se conecta a la persona 

con la legislación del Estado con el que se encuentra más estrechamente 

vinculado. Sin embargo, esta opción no se encuentra exenta de 

problemática, como demuestran los supuestos de doble nacionalidad 

(ejemplo: un hispanoargelino, ¿qué normativa debería aplicarse? Teniendo 

en cuenta el punto de conexión nacionalidad no se resuelve a priori esta 

                                                        
5
 CALVO CARAVACA., A., CARRASCOSA GONZÁLEZ, J,  ibídem, pág. 81 
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problemática) o en aquellos casos en los que la persona en cuestión ha 

residido en un país distinto al que nació durante muchos años  y ello debilita 

en parte el recurso al punto de conexión nacionalidad. 

 La conexión establecida supone pues que la atribución del nombre y 

apellidos de una persona ha de regirse por la ley de su nacionalidad, que 

será la que determinará por tanto qué nombre y cuántos apellidos ha de 

llevar el sujeto. En nuestro sistema así  lo ha venido entendiendo de forma 

reiterada la Dirección General de los Registros y del Notariado (DGRN) y, 

de forma consecuente con ello, ha considerado que no debe intervenir  el 

orden público internacional español para impedir la aplicación de la Ley 

nacional del sujeto, tanto en lo que se refiere al nombre como, 

especialmente, a los apellidos, dada la diversidad existente entre los 

distintos ordenamientos
6
. Por ello, si el ordenamiento extranjero contempla 

la imposición de un único apellido o los provenientes de una única línea, 

este régimen se respetará. En este sentido, expresa la Resolución de 17 de 

febrero de 2017, en línea con otras anteriores, que acreditados 

fehacientemente los apellidos que los dos menores (de nacionalidad búlgara) 

ostentan conforme a su ley personal, procede acordar que la hija conste en 

el registro civil español con esos apellidos y, no tratándose de ciudadanos 

españoles, no cabe considerar que tal decisión colisione con el orden 

público español por acordar la anotación marginal de dos apellidos 

pertenecientes a la línea paterna. 

  

 3. Ámbito de la ley aplicable 

 

                                                        
6 Resoluciones de la DGRN de 7 diciembre 1999 (3ª), 5 abril de 2000 (1ª),  16 septiembre 

2002 (7ª), 17 de febrero de 2017 (35ª), entre otras. 
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  La ley nacional de la persona física es la que determina cuál es el 

nombre/s propio/s y los apellidos de la persona física, la lengua con la que 

pueden figurar los mismos, la posibilidad o no de alteración del orden de los 

mismos y quiénes se encuentran legitimados para elegir el nombre 

(normalmente los progenitores o el propio interesado cuando tenga 

capacidad para valerse por sí mismo). 

En cambio, quedan excluidas de la ley nacional de la persona los 

aspectos puramente registrales (documentación a presentar o plazo para 

solicitar la inscripción) y la responsabilidad penal por uso ilegítimo de 

nombre ajeno, ya que de acuerdo al art. 8.1 CC “las leyes penales, las de 

policía y las de seguridad pública obligan a todos los que se hallen en 

territorio español”.  

 

II.2.-  PROBLEMAS PARTICULARES 

 

 II.2.1. El conflicto móvil 

  

 II.2.1.1. Planteamiento. 

  

 Como ya hemos señalado, los nombres y apellidos de una persona se 

rigen por la Ley nacional del sujeto, lo que plantea inmediatamente la 

cuestión de qué ocurre en aquellos casos en los que el sujeto cambia de 

nacionalidad. Se plantea entonces si el régimen de su nombre y apellidos 

debe seguir rigiéndose por la ley anterior o por la ley de la nueva 

nacionalidad. Surge así el problema del conflicto móvil. 

Ante este  problema se plantean dos posibles soluciones. La primera, 

denominada “tesis de la retroactividad”, sostiene que el cambio de 
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nacionalidad supondría que los nombres y apellidos pasarán a regirse por un 

ordenamiento distinto, en este caso el de la nueva nacionalidad del sujeto. 

Esta tesis sin embargo plantea como principal problema el hecho de que, al 

cambiar un ordenamiento jurídico por otro como consecuencia de una 

diferente ley aplicable, el sujeto se vea obligado a “adaptar” sus nombres y 

apellidos a lo dispuesto en el ordenamiento del  Estado del que es nuevo 

nacional. En palabras de la DGRN, esta tesis “presenta el inconveniente de 

que da lugar a un cambio forzoso de apellidos de la persona que ha visto 

modificado su estatuto personal” (Instrucción de 23 de mayo de 2007)
7
.  

Frente a este planteamiento, en la actualidad mayoritario, existe otro 

sector de la doctrina que defiende la irretroactividad en materia de nombres 

y apellidos. De acuerdo a este planteamiento, aunque el sujeto adquiera una 

nueva nacionalidad la ley que ha de regir los nombres y apellidos ha de ser 

la originaria. De esta forma se garantiza la continuidad temporal del nombre 

del sujeto, pero tiene como principal inconveniente la posibilidad de que 

exista una desvinculación de ese ciudadano con su Estado originario (por lo 

que carecería de fundamento mantener un vínculo jurídico en dicho aspecto) 

y la inseguridad en el caso de hijos cuyos progenitores ostenten distinta 

nacionalidad
8
. En todo caso debe insistirse en que esta tesis constituye un 

planteamiento minoritario, resultando pacífica la tesis de la retroactividad en 

materia de nombres y apellidos.  

Precisamente el Convenio de Múnich opta en su art. 1.2 por la tesis 

de la retroactividad, ya que establece que en caso de cambio de nacionalidad 

se aplicará la ley del Estado de la nueva nacionalidad.  

 

                                                        
7
 IDGRN de 23 de mayo de 2007, sobre apellidos de los extranjeros nacionalizados 

españoles y su consignación en el registro civil español. 
8 CALVO CARAVACA., A., CARRASCOSA GONZÁLEZ, J,  ibídem, pp 84-85 
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II.2.1.2. La aplicación de la ley española como nueva ley 

nacional. 

 

Conforme al artículo 1.2 del Convenio de Munich, en el supuesto de 

que un extranjero adquiera la nacionalidad española, tanto su nombre como 

sus apellidos pasarán a regirse por la ley sustantiva española. De acuerdo 

con ello, se puede afirmar entonces que el nombre y  apellidos del nuevo 

nacional serán los que determina el Derecho español.  

En cuanto al nombre de la persona, la normativa registral incorpora 

un criterio flexible en relación con la posibilidad de atribuir nombres 

extranjeros, pues, en principio, se admite cualquier nombre, incluso si éste 

es extranjero, con los límites fijados en los arts. 54 LRC y 192 RRC
9
. La 

DGRN mantiene que para el extranjero que adquiere la nacionalidad 

española hay que consignarle en la inscripción de nacimiento en el Registro 

Civil español el nombre que consta en la certificación del Registro 

extranjero que sirve de título para la práctica del asiento, salvo que se 

pruebe el uso de hecho de otro (art. 213.1º RRR). En uno y otro caso, si el 

nombre infringe las normas que regulan su imposición (art. 213.2º RRC) ha 

de sustituirse por otro, conforme a los criterios que establece el artículo 212 

del Reglamento del Registro Civil
10

.  

                                                        
9 ESPLUGUES MOTA, C., IGLESIAS BUHIGUES, J.L., PALAO MORENO, G. Derecho 

internacional privado 11ª edición, Valencia, Tirant Lo Blanch, 2017 p. 385. 
10 RRDGRN de 20 de julio de 2010, 30 de enero de 2015 (39ª) y 13 de febrero de 2015 

(26ª), entre otras. A título de ejemplo, en la Res. de 30 de enero de 2015, se permite 

mantener a la interesada el nombre “Jannet”, a pesar de que la grafía correcta es la de 

“Janet”, ya que no cabe apreciar que el nombre que tiene atribuido conforme a su ley 

anterior ley personal se halle claramente incurso en ninguna de las causas de prohibición 

contenidas en la LRC. 
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Por lo que se refiere a los apellidos, la aplicación de la ley española 

comporta las siguientes consecuencias, como asimismo ha sido condensado 

en la Instrucción de la DGRN de 23 de mayo de 2007 ya citada: 

 -  Rigen los principios de la duplicidad de apellidos y de la 

infungibilidad de líneas. Por tanto, deben en todo caso consignarse dos 

apellidos y respetando además la duplicidad de líneas (uno de la línea 

paterna y otro de la línea materna) en caso de determinación bilateral de la 

filiación por ambas líneas.  

 - Los apellidos determinados por el derecho español sustituyen a los 

usados con anterioridad (art. 213, regla 1ª RRC). Para determinar los 

apellidos que le corresponde se debe aplicar la ley nacional de ambos 

progenitores cuando la filiación esté determinada por ambas líneas. Puede 

surgir la duda en los supuestos en los que uno de los progenitores tenga un 

apellido distinto al que tenía originariamente, por ejemplo, por razón de 

matrimonio. Aunque este aspecto no se encuentra previsto expresamente en 

norma alguna resulta recomendable emplear el apellido que ostentaba dicho 

progenitor en el momento en el que se produjo el nacimiento y no el que se 

adquiera con posterioridad a tal hecho. 

 -En el caso de que el nuevo ciudadano español no tenga filiación 

determinada se mantendrán los apellidos que viniere usando.  

 

 II.2.1.3. La posibilidad de conservación de los apellidos 

determinados por la ley nacional anterior. 

 

 El Derecho español, a pesar del criterio general de aplicación de la 

ley española como ley de la nueva nacionalidad, permite sin embargo a la 
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persona naturalizada española la conservación de los apellidos fijados por su 

anterior estatuto personal. 

 Esta posibilidad de conservación tiene su base normativa en el 

artículo 199 RRC, pues este precepto establece que “el que adquiere la 

nacionalidad española conservará los apellidos que ostente en forma distinta 

de la legal siempre que así lo declare en el acto de adquirirla o dentro de los 

dos meses siguientes a la adquisición o a la mayoría de edad”. Se justifica 

esta regulación, como indica la DGRN, en la finalidad de evitar los 

inconvenientes a los que da lugar un cambio forzoso de apellidos por la 

aplicación de la nueva ley nacional. Se trata, a juicio de la Res. DGRN de 

23 de febrero de 2006, reiterado en la Instrucción de 23 de diciembre de 

2007, de una “ultra-aplicación de la ley nacional anterior que prolonga su 

aplicación en el tiempo respecto de un sujeto que pierde la nacionalidad 

anterior al adquirir la española”
11

. 

 Ahora bien, la DGRN somete este régimen de conservación a 

diversos requisitos que expone en su Instrucción de 23 de mayo de 2007, 

que son los que se deben examinar para apreciar la procedencia de la 

aplicación de esta opción: 

 - La tempestividad del ejercicio de la misma, es decir, el 

cumplimiento del plazo fijado en el artículo 199 RRC 

 - La no contrariedad con el orden público del resultado de la 

declaración de conservación.  

 En este punto, la DGRN concreta que esta excepción opera en 

relación con los principios de duplicidad de apellidos y de infungibilidad de 

líneas. Se trata de principios de orden público que afectan directamente a la 

organización social y no son susceptibles de variación alguna. De esta 

                                                        
11 FERNANDEZ ROZAS, J.L., Derecho Internacional privado, editorial Civitas-Thomsons 

Reuters, 2016, pág. 360.  
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forma, resultan contrarios a nuestros principios fundamentales en la materia 

la consignación de un solo apellido o la trasmisión de forma exclusiva los 

dos apellidos por una sola de las líneas, sea la paterna o la materna.  

Por lo que se refiere a la consignación de dos apellidos como 

cuestión de orden público, la DGRN basa este planteamiento en que el art. 

199 RRC “faculta al extranjero naturalizado español para mantener, si así lo 

solicita en determinado plazo, los “los apellidos” (en plural) que ostente en 

forma distinta  de la legal española”. Así pues, el hecho de que el legislador 

haya empleado una denominación plural (los apellidos) ha servido de base 

para considerar que en todo caso los extranjeros nacionalizados españoles 

deben ostentar dos apellidos
12

.  

En cuanto a la infungibilidad de líneas, integra igualmente el orden 

público cuando la filiación esté determinada por ambas líneas. En la 

práctica, un problema particular se plantea en aquellos supuestos en los que 

la mujer cambió de apellidos por razón de matrimonio, siendo en estos casos 

el criterio de la DGRN el de imponer el apellido que ostentaba con 

anterioridad al matrimonio. 

 Un ejemplo aplicando todo lo anterior lo encontramos en la 

Resolución de 28 de abril de 2017 (14ª) de la DGRN. De acuerdo con la 

misma “no cabe la conservación prevista en el art. 199 RRC si el resultado 

va en contra del orden público español, lo que sucede cuando, estando 

determinada la filiación por ambas líneas, los apellidos provienen de una 

sola de ellas”. En este supuesto se interpone recurso por los padres de 

nacionalidad búlgara  respecto a la menor que había optado a la 

                                                        
12

Resoluciones de 28 de agosto de 2015 (9ª), sobre apellidos de rusa nacionalizada 

española y de 16 octubre 2015 (28ª) sobre apellidos de egipcio nacionalizado español, entre 

otras). 
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nacionalidad española por residencia durante los 10 años anteriores, 

alegando los progenitores que habían solicitado expresamente y en plazo su 

deseo de acogerse a lo dispuesto en el art. 199 del Reglamento. En palabras 

de la DGRN en su fundamento de Derecho III “al extranjero con filiación 

determinada que adquiere la nacionalidad española se le han de consignar, 

en principio, en su inscripción de nacimiento en el registro civil español los 

apellidos fijados por tal filiación según las leyes españolas, que se 

sobreponen a los usados de hecho (art. 213, regla 1ª RRC)”. Ello implica 

que, sin perjuicio del cambio de apellidos de la esposa como consecuencia 

del matrimonio (de acuerdo con el derecho búlgaro), los apellidos que son 

relevantes para determinar el régimen de apellidos de la menor son los que 

ostentaba la madre con anterioridad al matrimonio. La regla del art. 199 

RRC faculta a los interesados para en un plazo de 2 meses solicitar el 

mantenimiento de los apellidos anteriores, pero dicha regla puede no 

aplicarse cuando resulte contraria al orden público internacional español 

(art. 12.3 CC). 

De acuerdo con la DGRN, este razonamiento se basa en “dos 

principios jurídicos rectores de nuestro ordenamiento jurídico en materia de 

apellidos: el principio de la duplicidad de apellidos de los españoles (salvo 

los españoles-comunitarios) y el principio de la infungibilidad de las líneas 

cuando existe filiación paterna y materna (…) resulta contraria a nuestro 

orden público la transmisión exclusiva de los dos apellidos por una sola de 

las líneas y en el presente caso, si se accediera a la pretensión de los 

progenitores solo estaría representada la línea paterna”. Un planteamiento 

similar lo encontramos en la resolución de 7 de abril de 2017 (29ª) de la 

DGRN, en este caso respecto a los apellidos de un menor extranjero 

nacionalizado, siendo sus padres de nacionalidad india. En un mismo 
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sentido se resuelve en la RDGRN de 16 de diciembre 2016 (2ª), donde se 

indica que el apellido de la línea materna a aplicar es el que ostentaba la 

madre antes de casarse ya que en caso contrario el efecto sería 

discriminatorio. En el derecho español el cambio de apellidos como 

consecuencia del matrimonio no tiene efectos jurídicos relevantes, 

remitiéndose a los apellidos de línea paterna y materna originarios 

(resolución 11 noviembre 2016 nº 40, entre otras). 

Por último, la Instrucción  de 23 de mayo de 2007 sostiene la 

imposibilidad de ejercer la facultad de inversión de los apellidos prevista en 

el Derecho español cuando la persona ha optado por la conservación de los 

apellidos anteriores. De acuerdo a la misma “Conforme reiterada doctrina de 

este Centro Directivo (vid. por todas la Resolución de 23-2.ª de diciembre 

de 2002) existe una incompatibilidad entre el ejercicio de la facultad de 

conservación de los apellidos anteriores a la adquisición de la nacionalidad 

española, determinados con arreglo a su anterior estatuto personal, en virtud 

del artículo 199 del Reglamento del Registro Civil, y la facultad de invertir 

el orden de los apellidos que concede a todo español mayor de edad el 

artículo 109 del Código civil. La razón fundamental para esta conclusión 

negativa se encuentra en que, una vez que una persona ha hecho uso de la 

posibilidad de alterar sus apellidos por la vía del artículo 199 del 

Reglamento y no ha escogido la aplicación de la ley española, no es posible 

que una simple declaración de voluntad prive de eficacia a la conservación 

de apellidos libremente solicitada, porque, del mismo modo que no es 

posible desdecirse de la inversión de apellidos del artículo 109 del Código 

civil, tampoco ha de ser posible, por identidad de razón y atendiendo a la 

estabilidad y fijeza de los apellidos, cuya composición ha de estar sustraída, 

salvo excepciones legales muy limitadas, al principio de la autonomía de la 
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voluntad, que esta sola voluntad pueda producir un nuevo cambio de 

apellidos”. 

Sin perjuicio de estas matizaciones, se puede llegar a la conclusión 

de que los criterios seguidos por el legislador español son garantistas 

respecto a las pretensiones de los extranjeros y únicamente cuando se 

adquiere la nacionalidad española entran en juego también las normas de 

orden público español para evitar un trato de favor entre sujetos que 

ostentan a partir de ese momento una misma nacionalidad. 

Estos criterios no han resultado ajenos a los tribunales ordinarios en 

la aplicación de la legalidad vigente. Así, en la STS del TSJ de Galicia, Sala 

de lo Contencioso-Administrativo, de 3 de octubre de 2001, se resuelve el 

caso de un nacionalizado español de origen sirio, el cual plantea que debe 

aplicarse el derecho sirio, en el cual sólo puede constar un solo apellido en 

lugar de los dos que presenta en la actualidad. El TSJ de Galicia considera  

que el carácter obligatorio de dos apellidos para los nacionales españoles 

también resulta igualmente reclamable respecto a los naturalizados 

españoles, de conformidad con los arts. 199 y 213 RRC. Por ello “que el 

actor pretenda aplicar en España la legislación siria, obviando el concepto 

de territorialidad de la ley, no parece de recibo y, en todo caso, se acerca 

más a un capricho personal que a un derecho del individuo”. De esta manera 

contundente el tribunal considera que la adquisición de la nacionalidad 

española conlleva no sólo sus consecuencias positivas, sino también sus 

obligaciones, no pudiendo haber lugar a “nacionalidades a la carta”, con los 

elementos más positivos de cada uno de los ordenamientos jurídicos 

implicados. 

 

 II.2.2. Carencia de nacionalidad y nacionalidad múltiple 
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 El Convenio de Munich no contempla una solución para aquellos 

supuestos en los que la persona carezca de nacionalidad o bien ostente más 

de una. 

 Esta laguna del Convenio se ha colmado en el Derecho español 

aplicando las normas que con carácter general regulan, a efectos del 

Derecho internacional privado, la determinación de la nacionalidad en estos 

supuestos. Así, ha de estarse a lo dispuesto en los artículos 9.9 y 9.10 CC. 

 En esta materia la problemática se centra en aquellos casos en que la 

persona cuenta con varias nacionalidades y una de ellas es la española. Para 

estos supuestos, habrá de estarse a los convenios de doble nacionalidad 

ratificados por España y, en ausencia de Convenio, la solución del artículo 

9.9 lleva a preferir la aplicación de la ley española, lo que además ha sido 

aplicado de forma constante por la DGRN. Esta regla sin embargo sufre una 

importante quiebra cuando se trata de un binacional español-comunitario, en 

la que, debido a la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la UE, la 

solución ofrecida por el artículo 9.9 citado es inaplicable. Sobre esta 

cuestión se volverá más adelante, al analizar la jurisprudencia comunitaria.  

 

 II.2.3. Inaplicación del Derecho extranjero designado por la 

normas de conflicto. 

 

Un problema particular que resuelve el Convenio de Munich es el de 

la inaplicación del derecho extranjero designado por la norma de conflicto. 

Sin perjuicio de que como norma general se deba aplicar la ley designada en 

el Convenio, existen determinados supuestos en los que se puede dejar de 

aplicar. En primer lugar destaca el supuesto de orden público internacional, 
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estando contemplada dicha previsión en el art. 4 del Convenio. Entre los 

supuestos más recurrentes que transgreden el orden público podemos 

encontrar: 1) cambio absolutamente libre de nombre o apellido, 2) nombres 

vejatorios o discriminatorios, 3) obligación para la mujer casada de adoptar 

el apellido del marido en contra de su voluntad, 4) Imposición obligatoria de 

nombres colectivos que no permiten al sujeto sentirse identificado con su 

nombre y apellidos, 5) sujetos con apellidos pero sin nombre propio, 6) el 

caso de Leyes extranjeras que admiten nombres que pueden inducir a error 

en cuanto al sexo de la persona como puede ser el nombre “Noa” en derecho 

francés o “Andrea” en Derecho italiano, 7) cuando el derecho extranjero 

indica, que en caso de desacuerdo entre el padre y la madre sobre el apellido 

que debe llevar el hijo común, se le imponga obligatoriamente el apellido 

del padre, vulnerando con ello el principio de no discriminación por razón 

de sexo.
13

. 

En segundo lugar, también puede tener lugar la inaplicación del 

derecho extranjero cuando la acreditación del mismo resulta imposible 

(artículo 5). Este supuesto resultaría de más difícil aplicación respecto a 

países de nuestro entorno, pero no resultaría extraño respecto a países 

remotos que basen buena parte de su régimen jurídico en un derecho 

consuetudinario. En estos supuestos la solución es la aplicación de la ley 

sustantiva española por el encargado del registro. 

 

 II.2.4. El Reenvío 

 

 El Convenio de Munich no hace referencia alguna respecto a la 

posibilidad o no de aplicación del reenvío, lo cual ha motivado 

                                                        
13 CALVO CARAVACA., A., CARRASCOSA GONZÁLEZ, J,  ibídem, pág.82 
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planteamientos doctrinales en ambos sentidos. De un lado, la tesis favorable 

al reenvío se configura como la posición más tradicional y en la actualidad 

minoritaria, y del otro la que niega el reenvío en el contexto del convenio. 

Como exponente de esta segunda postura doctrinal, FERNÁNDEZ ROZAS 

sostiene que “la referencia del artículo 1 (del Convenio) a la ley nacional se 

ha interpretado a menudo como comprensiva de las normas de conflicto del 

sistema jurídico de la nacionalidad del sujeto (…) la posibilidad de reenvío 

que parece abrir el Convenio de Munich no se acomoda, sin embargo, a la 

propia finalidad que persigue la conexión “nacionalidad”. El descarte de 

otras conexiones, tales como el domicilio o la residencia habitual tiene que 

ver con la necesidad de utilizar, en materia de nombre, conexiones cerradas 

y rígidas, que garanticen la estabilidad del nombre y los apellidos”
14

.  

 La problemática innecesaria que conlleva una interpretación 

favorable a la aplicación del reenvío aconseja la consideración de que se 

debe negar el mismo en la aplicación del Convenio de Munich. Un 

planteamiento en contrario lo único que fomenta es una mayor inestabilidad 

e inseguridad jurídica. Debe destacarse que la técnica del reenvío ha ido 

cayendo en desuso con el transcurso del tiempo debido a su excesiva 

complejidad y escasa efectividad. 

 

 II.2.5. Grafía a emplear para inscripción del nombre extranjero 

 

 El nombre se encuentra estrechamente vinculado con la lengua que 

le da origen. En los países de nuestro entorno ello no supone problemática 

alguna obviando determinados signos de puntuación (por ejemplo los 

                                                        
14 FERNANDEZ ROZAS, J.L., SÁNCHEZ LORENZO, S., Derecho Internacional 

privado, Editorial Civitas-Thomson Reuters, 2016, pág. 359. 
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distintos tipos de tilde en el francés). Sin embargo, la cuestión se complica 

con países como Rusia, Grecia, China o Japón, donde se encuentran 

establecidas grafías muy diferentes a las propias de las lenguas que se basan 

en el abecedario. Esta problemática sobre la transcripción de los nombres se 

resuelve por la normativa propia del Registro Civil español, normalmente 

latinizando la pronunciación y ortografía de los mismos, ya que en caso 

contrario y sin conocimientos previos del idioma en cuestión el nombre de 

esa persona sería incomprensible para las autoridades españolas. Como 

ejemplo, la RDGRN (7ª) de 23 de junio 2009 sobre la transliteración de 

apellido griego, o la RDGRN (2ª) 16 septiembre 2003, sobre transliteración 

de apellido de grafía distinta al sistema español.  En ambos casos se produce 

la adaptación al idioma español del nombre extranjero con la adaptación 

más cercana posible a la pronunciación del nombre en el idioma original, 

aunque ello ocasione divergencias en la grafía del mismo. 

 

 III. LA JURISPRUDENCIA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA 

DE LA UNIÓN EUROPEA Y SU INCIDENCIA EN EL DERECHO 

INTERNACIONAL PRIVADO ESPAÑOL 

 

 España, como país miembro de la Unión Europea, está obligada a la 

aplicación del Derecho comunitario. Aunque a nivel de reglamentos y 

directivas (instrumentos empleados por el ordenamiento jurídico europeo) 

no se ha establecido una regulación jurídica en la materia que nos ocupa, ya 

que la Unión Europea no tiene asumida competencia, ello no ha impedido 

que el Tribunal de Justicia de la Unión Europea (TJUE) se haya 

pronunciado en varias ocasiones con respecto a la compatibilidad de las 

regulaciones nacionales con el principio de no discriminación y 
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particularmente con el derecho a la libre circulación de personas entre los 

distintos Estados miembros, competencia que constituye el “núcleo duro” 

del ordenamiento jurídico comunitario. Esta actividad interpretativa por 

parte del TJUE deja abierta la posibilidad de una posible evolución del 

derecho comunitario para asumir la regulación de esta materia, aunque en la 

actualidad únicamente se puede afirmar que la Unión Europea no ha llevado 

a cabo una regulación material por falta de competencias atribuidas. 

De la jurisprudencia comunitaria cabe resaltar que, en primer lugar, 

se admite que el derecho al nombre, en cuanto puede afectar a la libre 

circulación de personas, es materia que entra dentro del ámbito de 

aplicación material del Tratado de la Unión Europea,  lo cual permitiría 

vislumbrar la posibilidad futura de la existencia de un derecho al nombre 

comunitario. Destaca también a resultas de esta jurisprudencia, que se 

prohíbe la diversidad de nombre de familia de un Estado miembro a otro, 

cuando el nombre es conforme a la ley de un Estado miembro
15

.  

En este último supuesto, como veremos, es en el único en el que se 

posibilitaría la existencia de nacionales españoles con un único apellido, 

aunque ello fuera contrario al Ordenamiento Jurídico español. Una 

reducción básica facilita la comprensión del problema; si un ciudadano  con 

doble nacionalidad, española y de otro país comunitario, tiene una 

denominación X de acuerdo al Ordenamiento Jurídico de un Estado 

miembro, el Estado español se ve obligado a mantener esa denominación en 

sus relaciones con ese ciudadano para garantizar el derecho a la libre 

circulación de las personas. El requerimiento de una nueva denominación 

por el mero hecho de trasladarse a otro país produciría un efecto 

desalentador del ejercicio de dicho derecho, clave en el ordenamiento 

                                                        
15 ABARCA JUNCO, A. J., ibídem,  pág. 422 
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jurídico comunitario. Por ello no resulta extraña la posición que ha tomado 

el TJUE al respecto. 

  La traducción jurídica de lo anterior se basa en el principio de mutuo 

reconocimiento. Para hacer valer este principio de mutuo reconocimiento en 

todo caso debe constatarse la existencia de documentos oficiales expedidos 

por un Estado miembro que avalen la existencia de dicha denominación en 

el mismo, normalmente a través de un Registro civil estatal o entidad 

análoga. Este principio conlleva reconocer en un Estado miembro la 

situación legalmente creada en otro Estado miembro
16

. 

El único argumento contrario jurídicamente razonable al respecto es 

el planteamiento de la existencia de una situación contraria al orden público 

de un Estado miembro, lo cual facultaría la negativa de un Estado a aceptar 

la denominación conforme con la regulación de otro país miembro, pero 

disconforme con la suya propia. En palabras del propio TJUE, un Estado 

miembro puede negarse a reconocer unos nombres y apellidos legalmente 

establecidos en otro Estado miembro cuando concurran “consideraciones 

objetivas y proporcionadas de orden público” o un “interés general” que 

impongan un rechazo a dicho reconocimiento (STJUE 2 junio 2016 

Bogendorff; STJUE 14 octubre 2008 Grunkin-Paul, STJUE 22 diciembre 

2010 Wittgenstein. 

 Como resalta CALVO CARAVACA, el posicionamiento del TJUE 

en relación con la aplicabilidad del orden público se configura de la 

siguiente forma; 

 1) Carácter restrictivo del orden público y límite comunitario al 

concepto nacional “orden público”. La aplicación del orden público propio 

debe ser aplicado de forma restrictiva al limitar una libertad fundamental 

                                                        
16

 CALVO CARAVACA., A., CARRASCOSA GONZÁLEZ, J,  ibídem, pág.95 
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como es el derecho a la libre circulación de personas en el ámbito 

comunitario. Únicamente se puede invocar el orden público cuando se trate 

de una “amenaza real y suficientemente grave que afecte a un interés 

fundamental de la sociedad” (STJUE 2 junio 2016 Bogendorff, STJUE 12 

mayo 2011, Vardyn, entre otras). 

 2) En sentido contrario a lo indicado en el primer apartado, el TJUE 

acepta la variabilidad de criterios empleados por cada autoridad nacional 

para determinar el uso del orden público. El orden público no es un 

concepto abstracto inamovible, como si de un precepto de derecho natural 

se tratare, sino que su configuración se embebe en parte de las concepciones 

predominantes de una sociedad que tienen un reflejo en el Ordenamiento 

Jurídico de un Estado. Esta diferencia de criterios debe resolverse caso por 

caso ya que el TJUE no ha establecido un criterio interpretativo general.  

 3) El principio de igualdad y el orden público. En relación con el 

orden público también se encuentra la necesidad de garantizar una igualdad 

efectiva entre todos los ciudadanos de un Estado. En nuestro Ordenamiento 

Jurídico también se encuentra prohibida la discriminación que no tenga su 

base en causas objetivas (art. 14 CE) y presenta el carácter de derecho 

fundamental. 

 4) Las restricciones que puedan aplicarse al derecho a la libre 

circulación de personas deben de realizarse siendo consecuentes con el 

interés público protegido. En caso de que exista una medida menos gravosa 

que permita salvaguardar el orden público debe escogerse dicha opción, ya 

que en caso contrario se estaría vulnerando el derecho comunitario. 

 5) Los motivos anteriormente indicados no establecen una 

regulación tasada en ningún caso. Sin embargo, el TJUE ha ido definiendo 

una serie de supuestos en los que no resultaría aplicable la excepción del 
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orden público estatal. Entre ellos destacan la adquisición voluntaria de un 

nuevo nombre por el interesado o incluso la excesiva longitud de un 

apellido, tal y como se indica en el caso de una persona denominada Peter 

Mark Enmanuel Graf von Wolffersdorff Freiherr von Bogendorff, en el cual 

se aducía como motivo para fundamentar la negativa a la inscripción la 

excesiva longitud del mismo, no siendo estimado dicho motivo por el 

TJUE
17

 

 Veamos ahora los casos planteados. 

 

 III.1.-  LOS CASOS PLANTEADOS 

 

 Como se puede atestiguar con lo indicado anteriormente, la 

jurisprudencia del TJUE ha constituido el eje en torno al cual se ha 

configurado el derecho al nombre en el ámbito comunitario. Existen varios 

supuestos que han supuesto un notable avance en el posicionamiento del 

tribunal respecto a esta problemática y que han tenido repercusión en 

nuestro Ordenamiento Jurídico, como se detalla a continuación. 

 

 - STJCE de 2 de octubre de 2003 (As. C-148/2005 “García 

Avello”) 

 

 Antecedentes de hecho: el señor García Avello de nacionalidad 

española y la señora Weber, de nacionalidad belga contraen matrimonio y 

tienen dos hijos que ostentan la doble nacionalidad hispano-belga. Con 

arreglo al derecho belga el encargado de registro inscribió a los hijos con el 

apellido del padre (García Avello) y no el de la madre. Los padres 

                                                        
17

 CALVO CARAVACA., A., CARRASCOSA GONZÁLEZ, J,  ibídem, pp 95-96 
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solicitaron el cambio de los apellidos a García Weber ya que de acuerdo con 

el derecho español los apellidos están compuestos por uno proveniente de la 

línea paterna y otro de la materna. Debe destacarse que los interesados 

estaban inscritos con esos apellidos en el registro de la embajada de España 

en Bélgica.  

 Cuestión prejudicial: Las autoridades belgas plantean la siguiente 

cuestión prejudicial al TJUE: «¿Deben interpretarse los principios del 

Derecho comunitario en materia de ciudadanía europea y de libertad de 

circulación de personas, consagrados especialmente por los artículos 17 y 18 

del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea, de 25 de marzo de 1957, 

en el sentido de que impiden que la autoridad administrativa belga, que 

conoce de una solicitud de cambio de apellido para hijos menores que 

residen en Bélgica y que tienen doble nacionalidad belga y española, 

solicitud motivada en la única circunstancia de que dichos hijos deberían 

llevar el apellido del que serían titulares en virtud del Derecho y de la 

tradición españoles, deniegue dicho cambio porque tal tipo de solicitud "se 

deniega habitualmente debido a que en Bélgica los hijos llevan el apellido 

de su padre, especialmente cuando la actitud que la autoridad adopta 

generalmente obedece a que considera que la concesión de un apellido 

distinto puede suscitar, en el marco de la vida social en Bélgica, cuestiones 

de filiación del hijo afectado, pero para atenuar los inconvenientes derivados 

de la doble nacionalidad, se propone a los solicitantes que se encuentran en 

semejante situación que sólo tomen el primer apellido del padre, y 

excepcionalmente, puede adoptarse una decisión favorable cuando haya 

pocos factores de conexión con Bélgica o cuando deba restablecerse la 

unidad de apellido entre los hermanos de una familia?”. 
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La argumentación jurídica efectuada por el TJCE, en esta Sentencia, 

se configura en torno al principio de la no discriminación, razonando que “A 

diferencia de las personas que tienen únicamente la nacionalidad belga, los 

nacionales belgas que también tienen la nacionalidad española llevan 

apellidos distintos por lo que respecta a los dos sistemas jurídicos afectados. 

En particular, en una situación como la del procedimiento principal, a los 

hijos interesados se les deniega la posibilidad de llevar el apellido que 

resulta de la aplicación de la legislación del Estado miembro mediante la 

que se determinó el apellido de su padre”. El hecho de que en el momento 

en el que se producen los hechos el derecho belga considere que los sujetos 

con nacionalidad belga deben necesariamente ostentar un solo apellido, 

cuando ya se han inscrito en el  registro de la embajada del Estado de la 

segunda nacionalidad, conlleva una extralimitación del ordenamiento belga, 

que debe limitarse a reconocer una realidad jurídica efectuada con 

anterioridad. El TJCE acaba resolviendo la cuestión indicando que “procede 

responder a la cuestión prejudicial que los artículos 12 CE y 17 CE deben 

interpretarse en el sentido de que se oponen a que, en circunstancias como 

las del procedimiento principal, la autoridad administrativa de un Estado 

miembro deniegue una solicitud de cambio de apellido para hijos menores 

que residen en dicho Estado y que tienen la doble nacionalidad de dicho 

Estado y de otro Estado miembro, cuando dicha solicitud tiene por objeto 

que los hijos puedan llevar el apellido de que serían titulares en virtud del 

Derecho y de la tradición del segundo Estado miembro”. Por tanto, las 

autoridades belgas deben respetar la aplicación de las normas del segundo 

Estado cuando se solicita que los hijos puedan llevar los apellidos que 

resultan conforme a la normativa del otro Estado.  
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 -STJCE 14 de octubre de 2008 (As. C-353/06, “Grunkin-Paul”) 

 

 Antecedentes de hecho: hijo de padres alemanes que nace en 

Dinamarca. De acuerdo con el derecho danés la ley aplicable a los apellidos 

es la Ley del domicilio del individuo, que en este caso era Dinamarca. El 

niño fue inscrito con los apellidos “Grunkin-Paul”, los cuales son una 

combinación de los apellidos de ambos progenitores (ambos de nacionalidad 

alemana). Sin embargo, cuando ambos progenitores solicitaron la 

inscripción en el registro alemán el encargado del registro mostró su 

negativa a la inscripción basándose en que de acuerdo al derecho germano 

la ley aplicable al nombre y apellidos es la ley nacional del sujeto. Al ser 

ambos progenitores de nacionalidad alemana el hijo también lo es, debiendo 

tener un solo apellido. 

En definitiva, con ello se ocasionaba un perjuicio al hijo que tenía 

una denominación distinta según el Estado en el que se encontraba, lo cual 

aparte de los evidentes incovenientes jurídicos que acarrea también 

repercute negativamente en la identidad del mismo ya que no es reconocido 

por las autoridades de otro Estado por la denominación que normalmente 

emplea. 

 La STJCE 14 octubre 2008 resuelve considerando que la norma de 

conflicto alemana no puede per se vulnerar el art. 21 TFUE, ya que no 

existen causas justificadas ni de orden público que vengan a amparar la 

aplicación de la norma alemana. Debe subrayarse que el TJUE ha puesto de 

relieve que la continuidad del nombre y apellidos del ciudadano de un 

Estado de la UE en todos los Estados miembros constituye  una cuestión de 
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“validez extraterritorial de decisiones” y no de “ley aplicable” al nombre y 

apellidos
18

. 

Para poder beneficiarse de la jurisprudencia asentada por el caso 

Grunkin-Paul resulta preceptivo ser nacional de un Estado miembro y que 

sus apellidos se hayan establecido de conformidad con la normativa de otro 

estado miembro (en este caso por el criterio del domicilio). 

 

 - STJUE de 22 de diciembre de 2010 (C-208/09, caso 

Wittgenstein) 

 

 Antecedentes de hecho: una mujer de nacionalidad austriaca es 

adoptada ya adulta por un ciudadano alemán en Alemania, conservando en 

el proceso su nacionalidad de origen y no adquiriendo la nacionalidad 

alemana. Aplicando el derecho internacional privado germano sus apellidos 

adquirieron los del adoptante, sin perder los anteriores, pasando a 

denominarse Ilonka Fürstin von Sayn-Wittgenstein. Con dicha 

denominación fue inscrita en el registro civil austriaco y durante varios años 

fue conocida en su entorno de tal forma que constituyó incluso una sociedad 

con su mismo nombre.  

 Sin embargo, la inscripción desde su origen ya resultaba errónea, ya 

que en aplicación del derecho internacional privado alemán la ley aplicable 

en nombre y apellidos es la de la nacionalidad de la persona. Ostentando la 

nacionalidad austriaca y no la alemana (al haberse realizado una adopción 

cuando ya era mayor de edad) el derecho aplicable era el austriaco donde 

existe la interdicción  de empleo de títulos nobiliarios. Esta normativa se 
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 CALVO CARAVACA., A., CARRASCOSA GONZÁLEZ, J,  ibídem, pág. 97 



 
 
 

 

33 
 

encuentra presente en el derecho austriaco desde 1919, momento en el que 

se disuelve el imperio austrohúngaro y cesa la dinastía reinante.  

Desde este momento no se permite el empleo de ningún tipo de 

denominación que haga constancia de un pasado nobiliario con base a que 

resulta discriminatorio (aunque ello puede discutirse, principalmente desde 

el momento en que el título nobiliario deja de aportar beneficios jurídicos a 

su portador para pasar a ostentar un elemento estético).  

Las autoridades austriacas en consecuencia decidieron corregir dicha 

denominación, lo cual ocasionó la oposición de la interesada en el 

mantenimiento de ese nombre, llegando dicha problemática al TJUE. 

Tratamiento de la cuestión por el TJUE: El TJUE reafirma lo 

dispuesto en la sentencia del caso Grunkin-Paul, en particular lo referente a 

la vinculación del derecho a la libre circulación con el derecho al 

reconocimiento de unos nombres y apellidos determinados conforme a la 

normativa de otro Estado miembro, con garantías reales de que se garantice 

la misma, sin límites artificiosos. El límite a este reconocimiento por el 

derecho austriaco se inscribe dentro del orden público de dicho Estado, al 

presentar no únicamente carácter legal la prohibición de empleo de nombre 

y apellidos de origen nobiliario sino constitucional, lo cual sirve para 

constatar según el TJUE el carácter proporcional de la limitación. 

Podemos señalar entonces, de acuerdo con lo indicado en dicha 

Sentencia, que se puede afirmar que una buena forma de averiguar si una 

denominación concreta es atentatoria contra el orden público de un país es 

tener en cuenta los principios fundamentales con los que se configura dicha 

sociedad de acuerdo con su Constitución. Con diferente extensión, todos los 

ordenamientos jurídicos de nuestro entorno reconocen el derecho a la 

igualdad y a la no discriminación por falta de causa objetiva.  En el caso del 
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ordenamiento jurídico español no se hubiera planteado esta problemática ya 

que no existen límites específicos a la fórmula del apellido empleado, salvo 

que sea atentatorio contra la dignidad de la persona. Sin embargo, sí resulta 

relevante sobre cómo se puede deducir si se atenta o no contra los pilares 

fundamentales del ordenamiento jurídico de un Estado. Con ello se deduce 

una cierta contradicción  con el objetivo de homogeneizar en lo posible el 

ordenamiento jurídico de los Estados miembros, ya que  el orden público 

puede suponer en la práctica divergencias sustanciales respecto a supuestos 

materialmente iguales. Como indica LARA AGUADO, “en un marco de 

integración, no debería ser razonable que el concepto de orden público que 

se esgrime como justificación de una excepción a una libertad comunitaria 

sea apreciado e interpretado unilateralmente por cada Estado Miembro. Más 

bien se debería haber llegado ya a un orden público internacional 

comunitario u orden público de la UE, integrado por los valores comunes a 

todos los Estados miembros, que se invocara como obstáculo para el 

reconocimiento de los actos de Estado civil procedentes de otros Estados 

que no lo respetaran y que fuera objeto de interpretación y control por parte 

de las instituciones de la UE”
19

. La disyuntiva entre si se debe proceder a 

una fase de mayor integración o se debe por el contrario mantener la 

situación actual escapa del mundo jurídico para adentrarse en el ámbito 

político, no existiendo una opción completamente correcta. En todo caso, de 

lege ferenda, desde un punto de vista técnico no sería imposible realizar una 

unificación de criterios a nivel europeo respecto a aquellos supuestos que 

resultan pacíficamente aceptados por los Estados miembros. Esta 

observación también es realizada por la autora citada, ya que no nos 

                                                        
19

 LARA AGUADO, A., “Reconocimiento, sí, ma non troppo: El orden público como 

límite al reconocimiento de títulos nobiliarios en la Unión Europea”, Bitácora Millenium, 

marzo 2017, número 4, pp.13-14. 
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encontramos en una fase del proceso de integración europea propicia para 

ello, particularmente ante un clima de incertidumbre generado por la futura 

salida del Reino Unido de la UE. 

 

 - STJUE de 12 de mayo de 2011 (As. C-391/09, Vardyn) 

 

 Antecedentes: mujer de origen polaco y de nacionalidad lituana 

solicitó a las autoridades lituanas que su apellido se hiciera constar en la 

documentación oficial de dicho país con el sistema de escritura polaco. Sin 

embargo, las autoridades lituanas negaron la inscripción con caracteres 

polacos con base en que, conforme al derecho lituano, la única grafía 

aceptada es la propia de la lengua lituana. Esta mujer adquirió con 

posterioridad la nacionalidad polaca, lo que desembocó en que de acuerdo 

con el  derecho polaco su nombre tenía una grafía que era distinta a la que 

tenía asignada por el derecho lituano.  

 

Resolución del supuesto por el TJUE: El TJUE considera que los 

inconvenientes causados por el empleo de grafías diferentes según el 

territorio para referirse a la denominación de la persona puede generar 

graves inconvenientes a la libre circulación a las personas. En el caso 

Vardyn es preciso analizar si la diferencia entre los apellidos otorgados en 

Polonia y en Lituania puede generar un “riesgo concreto de tener que disipar 

dudas en cuanto a su identidad y en cuanto a la autenticidad de los 

documentos que presenten”
20

. Se debe tener en cuenta por tanto el riesgo de 

confusión que puede acarrear el empleo de grafías distintas y si el 

establecimiento de una grafía determinada responde a cuestiones de interés 
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CALVO CARAVACA., A., CARRASCOSA GONZÁLEZ, J,  ibídem, pág.99 
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público o por el contrario se trata de una problemática de carácter 

secundario en el ordenamiento del Estado miembro afectado. En este caso el 

hecho de que se constituya la lengua lituana como valor constitucional 

dentro de su propia carta magna supuso que el TJUE considerara que una 

limitación al derecho a la libre circulación de las personas estaría 

justificada. Además el empleo de una grafía distinta únicamente era 

relevante respecto elementos secundarios de la escritura del nombre, mayor 

problemática se hubiera planteado si la grafía original del nombre hubiera 

sido efectuada de acuerdo al derecho ruso por ejemplo. 

 

 - STJUE 2 de junio de 2016 (C-428/14, Caso Bogendorff von 

Wolffersdorff)  

 Antecedentes de hecho: En este caso, un ciudadano de nacionalidad 

alemana ejerce su derecho a la libre circulación trasladándose a Reino 

Unido, donde desarrolla una actividad remunerada durante varios años. El 

mismo sujeto decidió cambiar su nombre siendo aplicable a tal respecto el 

derecho británico, pasando a llamarse “Peter Mark Emanuel Graf von 

Wolffersdorff Freiherr von Bogdendorff”. Posteriormente traslada su 

residencia a Alemania donde tiene una hija que ostenta doble nacionalidad 

británica y alemana. El padre solicitó en Alemania disponer del nombre y 

apellido que había adquirido conforme al derecho inglés, oponiéndose el 

responsable del registro civil alemán, alegándose al respecto que no era 

aplicable al caso la jurisprudencia sentada por el caso Grunkin-Paul y 

análogos al deberse el cambio del nombre a una solicitud del interesado y no 

a la aplicación primaria del derecho de otro Estado miembro. 
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 Resolución del supuesto por el TJUE: la negativa de las autoridades 

alemanas a reconocer la denominación adquirida por el interesado como 

consecuencia del ejercicio del derecho a la libre circulación resulta contrario 

al art. 21 TFUE. Un mismo sujeto no puede ostentar una denominación 

distinta según el Estado en el que se encuentre, por lo menos en el ámbito 

comunitario (ello guarda relación con los precedentes judiciales asentados 

por el TJUE en esta materia). Se mantiene la interpretación restrictiva de la 

aplicación del orden público, el cual únicamente puede aplicarse cuando, 

teniendo en cuenta el ordenamiento jurídico del Estado afectado en su 

conjunto, el perjuicio al mismo es de tal entidad que justifique la negativa 

de las autoridades a reconocer dicho nombre. En cambio, el TJUE desechó 

los principios de fijeza y continuidad del apellido y descartó también el 

carácter voluntario del cambio de apellido como motivo de denegación de la 

inscripción. Dentro de lo anecdótico, el TJUE también desechó como 

motivo de negación de la inscripción la longitud excesiva del nombre
21

. 

 En cuanto al empleo de títulos nobiliarios, su negativa de inscripción 

debe fundarse en que la ausencia de los mismos constituye un valor jurídico 

esencial del ordenamiento jurídico afectado. En caso contrario debe 

prevalecer el principio pro-inscripción del nombre, amparado bajo el 

derecho a la libre circulación. 

 

 - STJUE de 8 de junio de 2017 (As. 45/15).  

 El contexto de la misma es el siguiente: un nacional rumano cuya 

filiación natural corresponde a dos nacionales rumanos es adoptado por el 

nuevo cónyuge de nacionalidad alemana de uno de sus progenitores, 

cambiando su apellido al de dicho cónyuge. Posteriormente, residiendo en 
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Alemania, reclama a las autoridades rumanas el cambio de apellidos al que 

ostentaba de origen de acuerdo al derecho rumano. Sin embargo, cuando 

solicita el cambio de apellido ante la autoridad del registro civil alemán, se 

manifiesta las reticencias de la misma acudiendo a sus superiores para 

corroborar si la solicitud es válida de acuerdo al derecho alemán o no. 

Finalmente el tribunal alemán competente de acuerdo al derecho alemán 

plantea una cuestión prejudicial en la que pregunta si “Han de interpretarse 

los artículos 18 y 21 TFUE en el sentido de que las autoridades de un Estado 

miembro están obligadas a reconocer el cambio de apellido de un nacional 

de ese Estado miembro cuando también es nacional de otro Estado miembro 

y en este último ha (re)adquirido su apellido original, recibido en el 

momento de su nacimiento, mediante un cambio de apellido no asociado a 

un cambio en la situación jurídico-familiar, aunque la adquisición del 

apellido no haya tenido lugar durante la residencia habitual del nacional en 

el otro Estado miembro y haya sido por su propia solicitud”. Lo que se 

plantea es una cuestión nueva, no resuelta previamente por el Tribunal, que 

recuerda que “Constituye reiterada jurisprudencia que si bien, el Estado 

actual del Derecho de la Unión, las normas que regulan la inscripción en el 

Registro Civil del apellido de una persona son competencia de los Estados 

miembros, éstos, no obstante, deben respetar el Derecho de la Unión al 

ejercer dicha competencia y, en particular, las disposiciones del TFUE 

relativas a la libertad, reconocida a todo ciudadano de la Unión, de circular 

y residir en el territorio de los Estados miembros”. 

 Durante el proceso, el Gobierno alemán indica que no se opone al 

cambio de apellido, sino que el procedimiento solicitado no es el adecuado 

de acuerdo con las normas de derecho interno, ya que de acuerdo con las 

mismas no se puede solicitar el cambio de apellidos al del otro 



 
 
 

 

39 
 

ordenamiento cuando se está residiendo habitualmente en Alemania, es 

decir, el sujeto no tendría que residir en Alemania para solicitar el cambio 

de apellidos de acuerdo a la norma de derecho interno alemana. 

En palabras del propio TJUE, para que una norma de derecho interno no 

contradiga lo dispuesto por la normativa comunitaria es necesario “que las 

disposiciones o el procedimiento interno que permitan presentar una 

solicitud de cambio de apellido no hagan imposible o excesivamente difícil 

el ejercicio de los derechos que atribuye el art. 21”. El planteamiento 

realizado por el Gobierno alemán pone de manifiesto el carácter artificioso 

de la negativa, suponiendo graves inconvenientes para el interesado, que 

para poder ejercer su derecho de cambio de apellido tendría que trasladar su 

residencia a Rumanía, solicitar el cambio de apellidos  a las autoridades 

alemanas y volver a trasladar, si así lo desea, su residencia a Alemania. 

Estos inconvenientes, que no tienen una justificación objetiva, salvo que así 

han sido dispuestos por el derecho interno alemán, suponen que el TJUE 

considere que el art. 21 TFUE “debe interpretarse en el sentido de que se 

opone a que el Registro Civil de un Estado miembro deniegue el 

reconocimiento y la inscripción del apellido que un nacional de ese mismo 

Estado miembro haya adquirido legalmente en otro Estado miembro cuya 

nacionalidad también posea, y que corresponda a su apellido de nacimiento, 

basándose en una disposición del Derecho nacional que supedite la 

posibilidad de obtener tal inscripción, mediante declaración ante el Registro 

Civil, al requisito de que el mencionado apellido haya sido adquirido 

durante la residencia habitual en ese otro Estado miembro, salvo que existan 

en el Derecho nacional otras disposiciones que permitan el reconocimiento 

efectivo de ese apellido.”. En las cuestiones prejudiciales el TJUE no 

resuelve la problemática que se plantea en el caso concreto, sino que pone 
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de manifiesto el criterio que debe seguir el órgano juzgador para no 

desvirtuar el derecho comunitario, por lo que corresponderá al Tribunal 

alemán que planteó la cuestión prejudicial la solución del caso concreto y el 

respecto o no del Derecho comunitario por las normas alemanas.  

 

III.2.- LA APLICACIÓN EN ESPAÑA DE LA JURISPRUDENCIA 

COMUNITARIA 

 

 La jurisprudencia del TJUE, como no podía ser de otro modo, ha 

tenido indudable repercusión en el derecho internacional privado español y 

ha supuesto un régimen jurídico diferenciado en materia de apellidos 

cuando se trata de nacionales de Estados de la UE, en los términos que a 

continuación se indicarán, sobre todo las dictadas en los asuntos García 

Avello y Grunkin Paul, sobre los que la DGRN ha establecido a través de 

Instrucciones los criterios de aplicación.  

 

 III.2.1. Los binacionales españoles-comunitarios 

  

 Destaca en primer lugar la STJCE en el asunto García Avelló, que ha 

sido objeto de expreso pronunciamiento por la DGRN en su Instrucción de 

23 de mayo de 2007. 

En esta Instrucción, además de los criterios a los que ya se ha hecho 

referencia en otros apartados de este trabajo, se contiene una expresa 

referencia a la determinación de los apellidos de los españoles 

plurinacionales.  
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 Parte su argumentación del hecho de la ausencia de tratados 

internacionales en la materia, lo que efectivamente acontece, pues a pesar de 

que el Convenio de Munich contempla como punto de conexión la 

nacionalidad, guarda silencio sin embargo sobre la determinación del 

derecho aplicable en los supuestos de nacionalidad múltiple, presentando 

pues una laguna
22

. 

Ante esta laguna, la DGRN ha optado por la aplicación del artículo 9.9 

CC, párrafo segundo, del CC, que “lleva a preferir la regla de la  aplicación 

de la ley personal también en los casos de plurinacionalidad. En efecto, al 

respecto, y dada la ausencia hasta la fecha actual de Tratados internacionales 

en la materia, se han sostenido diversas soluciones. De entre ellas la acogida 

oficialmente por esta Dirección General de los Registros y del Notariado 

consiste en la aplicación del art. 9.9, párrafo segundo Código civil. Este 

precepto lleva a preferir, en todo caso, la nacionalidad española cuando el 

sujeto ostenta varias nacionalidades y una de ellas es la nacionalidad 

española (vid. Resoluciones de 15 febrero 1988, 19 noviembre 2002 y 27-1.ª 

febrero 2003, entre otras muchas), de forma que el orden de atribución de 

los apellidos se rige por la ley española, aunque el nacido tenga otra 

nacionalidad distinta, porque en las situaciones de doble nacionalidad de 

hecho, no previstas en las leyes españolas, prevalece siempre la 

nacionalidad española (cfr. art. 9-9 C.c.)”. Después de recordar el fallo de la 

Sentencia en el asunto García Avello y la exigencia de respetar en esta 

materia la libertad de circulación de personas en el espacio comunitario, 

concluye que esta “jurisprudencia impide que se aplique sistemáticamente el 

artículo 9.9 del Código civil, y que se impongan al doble nacional hispano-

comunitario los apellidos correspondientes según la Ley española. Habría 

                                                        
22 Autores como Calvo Caravaca resaltan que tampoco resuelve los supuestos de apatridia o 

de nacionalidad indeterminada y su solución 
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que dejar a los sujetos «libertad» para elegir la Ley estatal que desean que 

rija los nombres y apellidos de los dobles nacionales comunitarios. Con ello 

se llega a una solución que ya había sido postulada por parte de la doctrina 

moderna en un sentido favorable a la denominada «autonomía del la 

voluntad conflictual», por virtud de la cual se reconoce a los interesados 

plurinacionales, o a sus representantes legales, el derecho de elegir 

libremente cualquiera de las leyes nacionales concurrentes como fuero 

electivo, sin necesidad siquiera de que la ley elegida coincida con la 

nacionalidad más efectiva”
23

 .  

Consecuencia directa de la aplicación de la jurisprudencia comunitaria y 

consiguiente inaplicación en estos casos del art. 9.9 CC es la posible 

existencia de españoles que ostenten un único apellido si han sido inscritos 

en otro Estado miembro del que también es nacional conforme a la 

legislación de este último con uno solo apellido. Esta solución no se aplica 

sin embargo cuando el español ostenta además otra nacionalidad no prevista 

que no es la de un país comunitario, en cuyo caso se mantienen los 

principios de duplicidad de apellidos y de infungibilidad de líneas. 

 

III.2.2. Españoles nacidos e inscritos en el Registro extranjero 

 

Por lo que se refiere en segundo lugar a la STJCE en el asunto Grunkin-

Paul, también la DGRN ha dictado la Instrucción de 24 de febrero de 2010. 

Resulta relevante que la Instrucción establece toda una serie de requisitos 

que hacen más restrictiva la aplicación de la doctrina del caso Grunkin-Paul, 
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 Entre las Resoluciones que han aplicado este criterio destacan RDGRN (9ª), de 18 de 

noviembre de 2008; (5ª) y (6ª) de 6 de marzo de 2009; (2ª) de 13 de abril de 2009; (4ª) de 

29 diciembre de 2010; (7ª) de 4 de febrero de 2011; 16 de septiembre de 2014 (26ª)  
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concretamente establece que queda condicionada a la concurrencia de los 

siguientes requisitos: 

1.º Que el nacimiento haya tenido lugar fuera de España pero dentro del 

territorio de algún otro Estado miembro de la Unión Europea. 

2.º Que ambos progenitores, o al menos uno de ellos en caso de 

determinación bilateral de la filiación por ambas líneas, o el único 

progenitor cuya filiación esté determinada, tenga su residencia habitual 

fijada en el país en que el hijo/a haya nacido. 

3.º Que la legislación sobre Derecho Internacional Privado del Estado 

del nacimiento vincule la determinación de los apellidos al criterio de la 

residencia habitual. 

4.º Que en el acta de nacimiento del niño/a en el Registro Civil del país 

del nacimiento se hayan consignado los apellidos que correspondan 

conforme a las leyes materiales de dicho país, sin admitir el reenvío que sus 

normas de conflicto puedan hacer a leyes distintas de las españolas (cfr. art. 

12 n.º 2 C.c.). 

5.º Que la opción por los apellidos determinados conforme a la ley del 

país del nacimiento sea solicitada por ambos progenitores o por uno de ellos 

con el consentimiento del otro, conforme al principio general sentado en el 

párrafo primero del artículo 156 del Código Civil, salvo que uno de los 

progenitores haya sido privado o suspendido del ejercicio de la patria 

potestad.”.  

Una regulación tan exhaustiva no se puede apreciar en la sentencia del 

TJUE. Además, coincidiendo los requisitos anteriores no procede el registro 

cuando se considere contrario al orden público español o se produzca una 

infracción al principio de la homopatronimia. Resulta llamativo que la 
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Instrucción cuando hace referencia a la posibilidad de aplicación del orden 

público se remite a lo indicado en la Directriz tercera de la Instrucción de 

2007, que precisamente se refiere a la exigencia de dos apellidos como 

cuestión de orden público. Esta interpretación no obstante no se ajustaría a 

la jurisprudencia comunitaria que deriva de la Sentencia del Asunto 

Grunkin-Paul, de la que resulta que si ese español se ha inscrito en un 

Registro de otro país comunitario con un solo apellido, habría de respetarse.  

 

 III.2.3. Los títulos nobiliarios 

 

 Por último, aunque sin un tratamiento expreso por la DGRN, en las 

STJUE también se ha tratado la problemática del reconocimiento de títulos 

nobiliarios extranjeros. Los títulos nobiliarios son un elemento, que sin 

englobarse dentro del derecho al nombre en sentido estricto, sí poseen una 

importancia capital para sus poseedores, normalmente con fundamentos 

histórico-culturales. El empleo de títulos nobiliarios no resulta extraño a 

nuestro ordenamiento jurídico, como demuestra la ley 33/2006, de 30 de 

octubre, sobre igualdad del hombre y la mujer en el orden de sucesión de los 

títulos nobiliarios. Sin embargo, mayor problemática puede presentar el 

reconocimiento de un título nobiliario de origen extranjero en territorio 

español, especialmente cuando el mismo se basa o presenta carácter 

discriminatorio. 

En la Sentencia de la Audiencia Nacional 1778/2001, de 20 de 

marzo, se trata esta problemática respecto al título de “Pontificio de 

Marqués”, cuyo reconocimiento había sido denegado por el Ministerio de 

Justicia, con informe desfavorable del Consejo de Estado. 
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 En el ámbito de títulos nobiliarios, para que tenga lugar el 

reconocimiento se exige como requisito la “significación valiosa actual para 

España del título y de su uso” (fundamento de derecho tercero). 

 En palabras de la propia Audiencia Nacional “Un título extranjero 

puede tener en España un relieve extraordinario por la resonancia histórica 

que vaya asociada a su denominación o a la figura de su concesionario o de 

alguno de sus poseedores, y también puede consistir en la importancia para 

España de las obras por cuya realización fue retribuido el concesionario con 

el título, siempre que tales obras sigan teniendo proyección en el momento 

de la solicitud” (fundamento de derecho cuarto). Haciéndose constar dicha 

importancia la AN estima el recurso contra la resolución del Ministerio de 

Justicia. 

 Este tratamiento favorable al reconocimiento de títulos nobiliarios 

resulta contrapuesto al de otros países de nuestro entorno como Austria, 

donde sí existe la interdicción del empleo de títulos nobiliarios con base a su 

carácter discriminatorio. En la actualidad el TJUE no ha profundizado sobre 

esta problemática en sus resoluciones (únicamente ha resuelto al respecto en 

los Estados de Austria y Alemania) y el hecho de que en unos Estados esté 

autorizado el uso de títulos nobiliarios y en otros se encuentre prohibido 

dista mucho de ofrecer una solución homogénea al respecto. En derecho 

español al no dar lugar a un tratamiento diferencial, que sería 

discriminatorio, puede aceptarse con carácter general el reconocimiento de 

títulos extranjeros, siempre que tengan una especial significancia o conexión 

con España, la cual deberá ser acreditada en todo caso por el interesado 

mediante la prueba (normalmente documental) que resulte oportuna
24

. 

 

                                                        
24 CALVO CARAVACA., A., CARRASCOSA GONZÁLEZ, J,  ibídem, pág.98 
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IV. CONCLUSIONES 

 

 1. El derecho al nombre es una institución jurídica que se ha 

caracterizado desde antiguo por una gran variedad de regulaciones, teniendo 

todas ellas como fundamentos últimos las distintas concepciones culturales 

existentes en las sociedades humanas. La coexistencia de estas distintas 

regulaciones se ha enfrentado en la época actual a la globalización, la cual 

ha tenido como consecuencia directa un aumento de los movimientos 

migratorios y con ello la llegada de personas que tienen como aplicación un 

ordenamiento jurídico muy distinto al nuestro. Esta coexistencia de 

ordenamientos jurídicos tan diversos fue a priori resuelta mediante la 

aplicación de las normas de Derecho Internacional Privado de cada Estado, 

si bien la necesidad de lograr la uniformidad en la materia justificó la 

celebración del Convenio de Munich sobre ley aplicable a los nombres y 

apellidos, de carácter erga omnes y ratificado por España. 

 2. Este proceso no hubiera experimentado una mayor evolución de 

no ser por la existencia de la Unión Europea. Con la entrada de España en la 

Comunidad Económica Europea (posteriormente convertida en la UE) se 

establecieron unos principios comunes esenciales entre los países miembros, 

siendo el ejemplo más importante de ello el  derecho a la libre circulación 

de personas, clave desde la perspectiva del ordenamiento jurídico 

comunitario. 

 3. El hecho de que no exista una normativa comunitaria explícita 

respecto al derecho al nombre no ha impedido que la jurisprudencia TJUE 

haya establecido unos principios rectores, como si de legislador se tratase, 

que han tenido una gran trascendencia de cara a los derechos de los 

nacionales de un Estado miembro en otro Estado comunitario. La labor 
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jurisprudencial ha ido perfilando unas reglas básicas, por lo que sería 

deseable que en algún momento la UE pudiera legislar en la materia, de tal 

forma que se llegara a alcanzar un verdadero derecho al nombre 

comunitario, siendo su precedente directo la jurisprudencia del TJUE. 

Desde una perspectiva personal una regulación unificadora de 

criterios puede resultar adecuada para garantizar una adecuada reducción de 

conflictos entre los distintos Estados, lo cual no debería ser especialmente 

complicado entre los Estados miembros de la UE, al tratarse de Estados con 

un bagaje cultural y jurídico bastante similar. Existen más aspectos que nos 

asemejan a aquellos que nos diferencian haciendo posible con ello una 

unificación de criterios. 

 4. La jurisprudencia del Tribunal de Justicia ha supuesto en España 

la imposiblidad de aplicar el régimen establecido con carácter general en el 

Derecho español, de tal forma que pueden existir españoles que ostenten un  

solo apellido. Este supuesto excepcional supone una quiebra de la exigencia, 

considerada de orden público, de la atribución de dos apellidos a los 

nacionales españoles, por lo que tiene una aplicación restrictiva, únicamente 

respecto a los nacionales comunitarios.  
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